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Radicación Nro.


66001-31-05-005-2016-00383-01
Proceso

 

Ordinario Laboral

Demandante:


Daniela Restrepo Martínez 
Demandado:


Grupo de Inversiones Ache S.A.
Magistrado Ponente:                 
Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
               Juzgado Quinto Laboral del Circuito
Tema:



1. MESERA / CARGA DE LA PRUEBA EN MATERIA DE CONTRATOS DE TRABAJO - Como si lo anterior no fuera suficiente, al escuchar los testimonios rendidos por los testigos Johnatan Mejía Pérez y Daniela Estefanía Vargas Vargas, quienes fueron escuchados por petición de la parte actora, lo que se concluye es que entre Daniela Restrepo Martínez y el Grupo de Inversiones Ache S.A. existió un contrato de trabajo, pues ellos, quienes fueron compañeros de trabajo desde los años 2013 y 2014 respectivamente, sostuvieron que la actora prestó sus servicios a favor de esa sociedad desempeñando el cargo de mesera en el establecimiento de comercio tropical cocktails, debiendo cumplir el horario de trabajo fijado por esa entidad, que era en turnos de 4 días a la semana, iniciando a las 2:00 pm o 3:00 pm y finalizando el día de actividades a las 2:00 am, 3:00 am o en muchas ocasiones a las 4:00 am o 5:00 am; que para desempeñar ese cargo debían seguir las instrucciones y órdenes emitidas por Carl Eduardo Breuker quien fungía como administrador, órdenes que no solamente eran impartidas de manera personal, sino también vía celular, manifestando que por esas tareas de mesera se le cancelaba diariamente la suma de $35.000.  / 2. LA CONFESIÓN FICTA - Al tenor del inciso 6º del artículo 77 del C.P.T. y de la S.S. la no concurrencia de alguna de las partes hace presumir ciertos los hechos susceptibles de confesión. / - 3. EXTREMO INCIAL - En cuanto al extremo inicial de la relación laboral, si bien, como ya se dijo, de acuerdo con la sanción procesal impuesta a la sociedad demandada, se tuvo por demostrado que el contrato de trabajo inició el 2 de abril de 2012, lo cierto es que con los testimonios rendidos por Johnatan Mejía Pérez y Daniela Estefanía Vargas Vargas, se demostró que la misma no inició en ese momento, sino que empezó en el año 2013, pues en ese aspecto fue claro el señor Mejía Pérez en expresar que él había empezado a prestar sus servicios en tropical cocktails en el mes de febrero del año 2013 y que la demandante había empezado posteriormente, aproximadamente en el mes de abril del mismo 2013; mientras que la testigo a pesar de indicar que la actora había empezado en el mes de febrero de 2012 y que eso lo sabía porque ellas eran amigas desde esa anualidad, lo cierto es que posteriormente indicó que lo que le consta del servicio de Daniela Restrepo Martínez en el establecimiento de propiedad de la sociedad demandada, es a partir de los primeros meses del año 2014 cuando ella también empezó a trabajar como mesera en tropical cocktails. – 4. SANCIÓN MORATORIA - Bajo tales parámetros, al no haber quedado demostrado que el empleador tuvo razones atendibles para no cancelar lo que legalmente le correspondía a la señora Daniela Restrepo Martínez en virtud al contrato de trabajo que sostuvieron, no había lugar a exonerarlo del pago de las sanciones moratorias previstas en los artículos 99 de la Ley 50 de 1990 y 65 del C.S.T, como acertadamente lo determinó la falladora de primera instancia.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA
Hoy, dieciocho de abril de dos mil dieciocho, siendo las dos y treinta minutos de la tarde, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver los recursos de apelación interpuestos por las partes en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 30 de octubre de 2017, dentro del proceso promovido por DANIELA RESTREPO MARTÍNEZ en contra del GRUPO DE INVERSIONES ACHE S.A.S., cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-005-2016-00383-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:
Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:
ANTECEDENTES

Pretende la señora Daniela Restrepo Martínez que la justicia laboral declare que entre ella y la sociedad accionada existió un contrato de trabajo entre el 2 de abril de 2012 y el 31 de octubre de 2014 y con base en ello aspira que se le condene a reconocer y pagar salarios, tiempo suplementario, prestaciones sociales y vacaciones, la sanción por despido sin justa causa, la sanción moratoria prevista en el artículo 65 del C.S.T., la indexación de las sumas reconocidas y las costas procesales a su favor.
Refiere que: Prestó sus servicios como mesera del establecimiento de comercio tropical cocktails de propiedad de la sociedad Grupo de Inversiones Ache S.A. entre el 2 de abril de 2012 y el 31 de octubre de 2014, por medio de un contrato de trabajo a término indefinido; esas actividades las realizó bajo la continuada subordinación y dependencia del señor Carl Eduardo Breuker, quien fungía como administrador; le fue impuesto un horario de trabajo de 2:45 pm a 2:45 am, el cual era realizado todos los sábados y tres días más en la semanas; el salario devengado era de $520.000 mensuales, cancelándosele diariamente $35.000 y se le cancelaba una comisión fija de $400.000 mensuales; no se le canceló el tiempo suplementario; el 31 de octubre de 2014 se dio por finalizado el contrato de trabajo sin justa causa.
Por medio de auto de 17 de noviembre de 2016 –fl.75- el juzgado de conocimiento tuvo por no contestada la demanda, al haberse allegado escrito por parte de la sociedad demandada de manera extemporánea.

En sentencia de 30 de octubre de 2017, la funcionaria de primer grado determinó que entre la señora Daniela Restrepo Martínez y la sociedad Grupo de Inversiones Ache S.A. existió un contrato de trabajo a término indefinido entre el 28 de febrero de 2013 y el 1º de octubre de 2014, el cual fue finalizado sin justa causa. Para llegar a esa conclusión manifestó que a pesar de que a la parte demandada se le aplicó la sanción procesal consistente en tener por demostrados los hechos de la demanda al no haberse presentado el representante legal a contestar el interrogatorio de parte, quedando en principio acreditados los extremos señalados en la demanda, la verdad es que con los testimonios escuchados por solicitud de la parte actora llegó a la conclusión que la demandante prestó sus servicios en el establecimiento de comercio tropical cocktails entre las fechas señaladas previamente.
Con base en ello, condenó a la sociedad demandada a reconocer y pagar a favor de la actora $889.778 por concepto de cesantías, $889.778 por concepto de primas de servicio, $444.889 como compensación por vacaciones, $1.576.944 por concepto de indemnización por despido sin justa causa, $7.945.000 por concepto de sanción por no consignación de las cesantías causadas en el año 2013, $25.200.000 por concepto de sanción del artículo 65 del C.S.T. por los 24 primeros meses siguientes a la fecha de finalización del contrato de trabajo e intereses moratorios a la tasa máxima certificada por la Superintendencia Financiera a partir del mes 25 y hasta que se verifique el pago total de la obligación, e igualmente los aportes al sistema general de pensiones; advirtiendo que para realizar las liquidaciones tuvo en cuenta un salario mensual de $560.000.
Finalmente absolvió a la entidad accionada de las demás pretensiones de la demanda.

Inconformes con la decisión, las partes interpusieron recurso de apelación de la siguiente manera:

El apoderado judicial de la sociedad Grupo de Inversiones Ache S.A. sostiene que no es posible declarar la existencia del contrato de trabajo, en consideración a que en el proceso no quedaron acreditados los elementos esenciales del mismo, establecidos en el artículo 23 del C.S.T.

Argumenta también, que no es viable que se condene a la sociedad demandada a reconocer las sanciones moratorias de los artículos 65 del C.S.T. y 99 de la Ley 50 de 1990, por cuanto era deber de la parte actora demostrar que la actuación del Grupo de Inversiones Ache S.A. fue de mala fe.

Por su parte el apoderado judicial de la parte actora sostiene que debido a las sanciones procesales que se le impusieron a la empresa accionada en razón a la ausencia de su representante legal y con base en lo dicho en los testimonios, le correspondía a la falladora de primera instancia tener como hito inicial de la relación laboral el 2 de abril de 2012 y no el 28 de febrero de 2013, debiéndose reconocer en consecuencia las prestaciones sociales y vacaciones que se causaron en ese ciclo.
En este estado se corre traslado a las partes para que presenten sus alegatos.
Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver el siguiente PROBLEMA JURIDICO:
¿Quedó demostrado en el proceso que entre las partes no existió una relación laboral en los términos establecidos en el artículo 23 del C.S.T.?

Con el propósito de dar solución a los interrogantes en el caso concreto, se considera necesario precisar, el siguiente aspecto:
1. CARGA DE LA PRUEBA EN MATERIA DE CONTRATOS DE TRABAJO

Si bien la configuración de un contrato de trabajo requiere la presencia de los tres elementos previstos en el artículo 23 del C.S.T., y de conformidad con el principio general de la carga de la prueba, previsto en el artículo 177 del C.P.C., incumbe a la parte que afirma, acreditar su aserto; en desarrollo del principio general de la favorabilidad laboral, está previsto en el artículo 24 del C.S.T. que “Se presume que toda relación de trabajo personal está regida por un contrato de trabajo”, lo cual no hace nada distinto a repartir la carga probatoria respecto a las reclamaciones de carácter contractual laboral.

En efecto, si la “relación de trabajo” es la prestación personal de un servicio de manera continuada y por remuneración, al trabajador le bastará demostrar la prestación de tales servicios para que, en principio, se asuma que los llevó a cabo bajo la modalidad de un contrato de trabajo y, en consecuencia, pueda gozar de todos los beneficios otorgados por el C.S.T.

De otro lado, demostrada la prestación de los servicios personales, si el empleador se quiere eximir de las consecuencias jurídicas propias de la vinculación contractual laboral, le corresponde la carga de probar que los servicios recibidos, no lo fueron en forma subordinada o por remuneración. 
2. LA CONFESIÓN FICTA 
Al tenor del inciso 6º del artículo 77 del C.P.T. y de la S.S. la no concurrencia de alguna de las partes hace presumir ciertos los hechos susceptibles de confesión.

De otro lado el artículo 59 ibídem manifiesta que en los eventos en que el demandado, sin justificación, deje de asistir al interrogatorio de parte al que sea convocado le genera a  título de sanción, la presunción de certeza de los hechos susceptibles de confesión. 

EL CASO CONCRETO
Conforme con lo expuesto, se tiene entonces que en principio era carga de la parte actora demostrar que prestó sus servicios a favor de la sociedad Grupo de Inversiones Ache S.A., para que opere a su favor la presunción establecida en el artículo 24 del C.S.T. consistente en presumir que esa relación contractual fue de índole laboral, sin embargo, como el representante legal de esa entidad no se hizo presente en la audiencia de trámite y juzgamiento para contestar el interrogatorio de parte solicitado por la parte actora, la funcionaria de primera instancia le aplicó la sanción procesal consistente en tener por ciertos los hechos de la demanda, es decir, entre otros, que la señora Daniela Restrepo Martínez prestó sus servicios a favor de la empresa accionada bajo los presupuestos de un contrato de trabajo.
Bajo esos parámetros, le correspondía entonces a la parte demandada allegar pruebas que demostraran lo contrario, esto es, que no existió con la señora Daniela Restrepo Martínez un contrato de trabajo o que la relación contractual no era de índole laboral, sin embargo, tal y como se informó en los antecedentes, luego de ser notificada del auto admisorio de la demanda, el Grupo de Inversiones Ache S.A. dejó pasar en silencio el término de 10 días otorgado para pronunciarse frente a la demanda y pedir las pruebas que pretendiera hacer valer.

Como si lo anterior no fuera suficiente, al escuchar los testimonios rendidos por los testigos Johnatan Mejía Pérez y Daniela Estefanía Vargas Vargas, quienes fueron escuchados por petición de la parte actora, lo que se concluye es que entre Daniela Restrepo Martínez y el Grupo de Inversiones Ache S.A. existió un contrato de trabajo, pues ellos, quienes fueron compañeros de trabajo desde los años 2013 y 2014 respectivamente, sostuvieron que la actora prestó sus servicios a favor de esa sociedad desempeñando el cargo de mesera en el establecimiento de comercio tropical cocktails, debiendo cumplir el horario de trabajo fijado por esa entidad, que era en turnos de 4 días a la semana, iniciando a las 2:00 pm o 3:00 pm y finalizando el día de actividades a las 2:00 am, 3:00 am o en muchas ocasiones a las 4:00 am o 5:00 am; que para desempeñar ese cargo debían seguir las instrucciones y órdenes emitidas por Carl Eduardo Breuker quien fungía como administrador, órdenes que no solamente eran impartidas de manera personal, sino también vía celular, manifestando que por esas tareas de mesera se le cancelaba diariamente la suma de $35.000.
Así las cosas, contrario a lo expresado por el apoderado judicial de la parte demandada al sustentar el recurso de apelación, lo que quedó totalmente demostrado en el proceso, es que la relación contractual entre las partes estuvo regida bajo los lineamientos de un contrato de trabajo.

En cuanto al extremo inicial de la relación laboral, si bien, como ya se dijo, de acuerdo con la sanción procesal impuesta a la sociedad demandada, se tuvo por demostrado que el contrato de trabajo inició el 2 de abril de 2012, lo cierto es que con los testimonios rendidos por Johnatan Mejía Pérez y Daniela Estefanía Vargas Vargas, se demostró que la misma no inició en ese momento, sino que empezó en el año 2013, pues en ese aspecto fue claro el señor Mejía Pérez en expresar que él había empezado a prestar sus servicios en tropical cocktails en el mes de febrero del año 2013 y que la demandante había empezado posteriormente, aproximadamente en el mes de abril del mismo 2013; mientras que la testigo a pesar de indicar que la actora había empezado en el mes de febrero de 2012 y que eso lo sabía porque ellas eran amigas desde esa anualidad, lo cierto es que posteriormente indicó que lo que le consta del servicio de Daniela Restrepo Martínez en el establecimiento de propiedad de la sociedad demandada, es a partir de los primeros meses del año 2014 cuando ella también empezó a trabajar como mesera en tropical cocktails.
Así las cosas, al existir prueba en contrario que demuestra que la accionante no empezó a prestar sus servicios en el mes de febrero de 2012, sino que ello aconteció en el año 2013, más precisamente en el mes de abril de esa anualidad según lo dicho por el testigo Johnatan Mejía Pérez, necesario resultaba declarar la existencia del contrato de trabajo desde el último día del mes de abril de 2013 y no desde el último día del mes de febrero de 2013 como lo hizo la a quo, no obstante, como respecto a ese punto la parte actora es apelante único, no es posible modificar la decisión adoptada por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito, en virtud al principio de la no reformatio in pejus.

Ahora, sostiene el apoderado judicial de la sociedad Grupo de Inversiones Ache S.A. que no es posible condenárseles a pagar las sanciones moratorias, por cuanto en el proceso no quedó demostrado que su comportamiento haya sido de mala fe. En ese sentido, la Sala de Casación Laboral en las sentencias CSJ SL14651-2014 y SL 6119 de 26 de abril de 2017 radicación Nº 50514 ésta última con ponencia de la Magistrada Clara Cecilia Dueñas Quevedo, recordó:

“Sólo como fruto de esa labor de exploración de tal comportamiento, le es dable al juez fulminar o no condena contra el empleador. Si tal análisis demuestra que éste tuvo razones serias y atendibles, que le generaron el convencimiento sincero y honesto de no deber, o que justifiquen su incumplimiento, el administrador de justicia lo exonerará de la carga moratoria, desde luego que la buena fe no puede merecer una sanción, en tanto que, como paradigma de la vida en sociedad, informa y guía el obrar de los hombres.

De suerte que la indemnización moratoria procede cuando, después del examen del material probatorio, el juez concluye que el empleador no estuvo asistido de buena fe.”

Nótese que la Alta Magistratura ha entendido que el examen que debe realizar el operador jurídico respecto al comportamiento del empleador moroso, se circunscribe en determinar si hay razones que justifiquen su incumplimiento, con el fin de ubicar ese proceder en el terreno de la buena fe, es decir, en ningún momento propone un análisis para que se demuestre si hubo mala fe por parte del empleador, pues obsérvese como la Corte termina indicando que la indemnización procede cuando después del examen del material probatorio, el juez concluye que el empleador no estuvo asistido de buena fe.
Bajo tales parámetros, al no haber quedado demostrado que el empleador tuvo razones atendibles para no cancelar lo que legalmente le correspondía a la señora Daniela Restrepo Martínez en virtud al contrato de trabajo que sostuvieron, no había lugar a exonerarlo del pago de las sanciones moratorias previstas en los artículos 99 de la Ley 50 de 1990 y 65 del C.S.T, como acertadamente lo determinó la falladora de primera instancia.

De esta manera quedan resueltos los recursos de apelación interpuestos por las partes, siendo del caso confirmar la sentencia emitida el 30 de octubre de 2017.
Costas en esta instancia no se causaron.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República  y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

CONFIRMAR la sentencia recurrida.
Costas en esta instancia no se causaron.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta por las personas que han intervenido.
Quienes integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
     ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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